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Sumilla:  “En este punto, es pertinente destacar que el 

tipo infractor imputado señala expresamente 
que, para la determinación de la configuración 
de la conducta, se debe verificar que la decisión 
de resolver el Contrato ha quedado consentida 
por no haberse iniciado alguno de los 
mecanismos de solución de controversias, 
conforme a lo previsto en la Ley y su 
Reglamento, o firme en vía conciliatoria o 
arbitral”. 

 
Lima, 21 de agosto de 2024 

 

VISTO en sesión del 21 de agosto de 2024 de la Segunda Sala del Tribunal de 

Contrataciones del Estado el Expediente N° 3378/2016.TCE, sobre procedimiento 

administrativo sancionador generado contra el Consorcio Castro Pozo, integrado por la 

empresa KARASI S.A.C. y el señor JUAN ESTUARDO CHAVEZ SANCHEZ, por su supuesta 

responsabilidad al haber dado lugar, por causal atribuible a su parte, a la resolución del 

Contrato N° 160-2014-MPS-GAJ, derivado de la Licitación Pública N° 009-2014-MPS-CE – 

Primera Convocatoria, efectuado por la Municipalidad Provincial de Sullana, para la 

contratación de la ejecución de la obra: “Ampliación y mejoramiento del servicio educativo 

en la I.E. N° 14781 Hildebrando Castro Pozo del centro poblado Chalacala Baja del distrito 

de Sullana, provincia de Sullana, Piura, Código SNIP 198562”; y, atendiendo a lo siguiente: 

 
I. ANTECEDENTES 

 

1. Según el Sistema Electrónico de Contrataciones del Estado (SEACE), el 21 de octubre 
de 2014, la Municipalidad Provincial de Sullana, en adelante la Entidad, convocó la 
Licitación Pública N° 009-2014-MPS-CE – Primera Convocatoria, para la contratación 
de la ejecución de la obra: “Ampliación y mejoramiento del servicio educativo en la 
I.E. N° 14781 Hildebrando Castro Pozo del centro poblado Chalacala Baja del distrito 
de Sullana, provincia de Sullana, Piura, Código SNIP 198562”, por el valor referencial 
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de S/ 5´233,320.88 (cinco millones doscientos treinta y tres mil trescientos veinte con 
88/100 soles), en adelante el proceso de selección. 
 

Dicho proceso de selección fue convocado bajo el ámbito de la Ley N° 30191, Ley que 
establece medidas para la prevención, mitigación y adecuada preparación para la 
respuesta ante situaciones de desastre, a la cual es aplicable supletoriamente1 la Ley 
de Contrataciones del Estado, aprobada mediante el Decreto Legislativo N° 1017, 
modificada por la Ley N° 29873, en adelante la Ley, así como su Reglamento, 
aprobado por el Decreto Supremo N° 184-2008-EF, modificado por los Decretos 
Supremos N° 138-2012-EF y N° 080-2014-EF, en adelante el Reglamento. 
 
Según el respectivo cronograma, el 17 de diciembre de 2014 se llevó a cabo el acto de 
presentación de propuestas, y el 18 del mismo mes y año, se realizó el otorgamiento 
de la buena pro a favor del Consorcio Castro Pozo, integrado por la empresa KARASI 
S.A.C. y el señor JUAN ESTUARDO CHAVEZ SANCHEZ, en adelante el Consorcio, por el 
monto de su propuesta económica ascendente a S/ 5´233,320.88 (cinco millones 
doscientos treinta y tres mil trescientos veinte con 88/100 soles). 
 
El 31 de diciembre de 2014, la Entidad y el Consorcio, suscribieron el Contrato N° 160-
2014-MPS-GAJ2, por el monto adjudicado, en adelante el Contrato. 
 
El 26 de agosto de 2016, a través del Oficio N° 0822-2016/MPS-SG3 del 25 del mismo 
mes y año, la Entidad comunicó al Consorcio la Resolución de Alcaldía N° 1063-
2016/MPS4 del 19 de agosto de 2016, mediante la cual decidió resolver de forma total 
el Contrato por causal de acumulación del monto máximo de penalidad. 
 

2. Mediante Cédula de Notificación N° 69224/2016.TCE5, presentada el 6 de diciembre 
de 2016 ante la Mesa de Parte del Tribunal de Contrataciones del Estado, en adelante 
el Tribunal, la Secretaría del Tribunal corrió traslado del Memorando N° 1575-
2016/STCE6 del 11 de enero del mismo año y sus recaudos, mediante el cual la Entidad 

 
1 De conformidad con lo establecido en el numeral 14.1 del artículo 14 de la Ley N° 30191, así como en el numeral 14 del Anexo N° 4 de 
la referida norma. 
2 Obrante a folios 38 a 47 del expediente administrativo en PDF. 
3 Obrante a folios 131 a 132 del expediente administrativo en PDF. 
4 Obrante a folios 281 a 287 del expediente administrativo en PDF. 
5 Obrante a folios 2 a 3 del expediente administrativo en PDF. 
6 Obrante a folio 6 del expediente administrativo en PDF. 
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puso en conocimiento que los integrantes del Consorcio habrían incurrido en causal 
de infracción administrativa, por haber ocasionado la resolución del Contrato 
derivado del proceso de selección, por causas atribuibles a su parte. 
 
Para ello, se adjuntó, entre otros, el Informe Legal N° 045-2016-MPS-EKRS.ALE7, a 
través del cual la Entidad señaló lo siguiente: 
 

• Mediante Informe N° 010-2015/MPP-MASG, el Ing. Manuel Alfredo Saavedra 
Guzmán, asesor de la Entidad, informó que la ejecución de la obra objeto del 
Contrato derivado del proceso de selección, se encuentra paralizada, con el 
plazo de ejecución vencido y se han cancelado nueve valorizaciones de obra. 
Asimismo, de la inspección física realizada, se observa que faltan ejecutar 
partidas del sub presupuesto de la especialidad de estructuras. Por todo lo 
anterior, se recomienza resolver el Contrato. 
 

• A través del Informe N° 1899-2015/MPS.GAJ8, la Gerencia de Asesoría Jurídica 
de la Entidad se pronunció recomendando resolver de forma total el Contrato. 
 

• Concluye recomendando que se resuelva el Contrato de forma total, por haber 
acumulado el monto máximo de penalidad aplicable. 

 
3. Con Decreto9 del 20 de diciembre de 2016, se admitió a trámite la solicitud de 

aplicación de sanción formulada por la Entidad contra los integrantes del Consorcio. 
 
Asimismo, en forma previa al inicio del procedimiento administrativo sancionador, se 
requirió a la Entidad para que cumpla con remitir un Informe Técnico Legal de su 
asesoría sobre la procedencia y presunta responsabilidad de los integrantes del 
Consorcio, donde debía señalar de forma clara y precisa la supuesta infracción en la 
que aquel habría incurrido, de acuerdo a las causales de aplicación de sanción 
tipificadas en el numeral 51.1 del artículo 51 de la Ley. 
 

 
7 Obrante a folios 8 a 20 del expediente administrativo en PDF. 
8 Obrante a folios 29 a 34 del expediente administrativo en PDF. 
9  Obrante a folios 4 a 5 del expediente administrativo en formato PDF. 



           Z 

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 02828-2024-TCE-S2 

Página 4 de 31 

En esa línea, en el supuesto de haber dado lugar a la resolución del contrato por causal 
atribuible a los denunciados, debía adjuntar copia legible del Contrato y de las cartas 
notariales debidamente diligenciadas por Notario (con fecha de recepción del 
supuesto infractor), mediante las cuales se les requirió el cumplimiento de sus 
obligaciones y se les comunicó la resolución del Contrato. Adicionalmente, debía 
informar si la presente controversia había sido sometida a procedimiento arbitral u 
otro mecanismo de solución de conflictos y remitir, de ser el caso, la demanda arbitral 
y el acta de instalación del Tribunal Arbitral correspondiente. 
 
Finalmente, debía remitir copia legible de la propuesta técnica presentada por los 
supuestos infractores y de los antecedentes administrativos correspondientes 
completos, foliados y ordenados cronológicamente. 
 
De identificarse la configuración de otra causal de sanción, debía remitir la 
documentación conforme a lo establecido en el TCE-0000-FOR-0003, publicado en el 
portal Institucional – FORMULARIOS NO TUPA 2016 – www.osce.gob.pe. 
 

4. Mediante Oficio N° 04-2017/MPS-PPM10, presentado el 12 de enero de 2017 ante el 
Tribunal, la Entidad remitió la información solicitada de manera parcial, indicando que 
la resolución de contrato se encuentra sometida al proceso arbitral. 
 

5. A través de la Cédula de Notificación N° 04636/2017.TCE11, presentado el 24 de enero 
de 2017 ante el Tribunal, la Secretaría corrió traslado de la documentación remitida, 
de manera extemporánea, por parte del Procurador Público del Gobierno Regional de 
Junín, adjuntando, entre otros, el Informe N° 452-2016/MPS-PPM12, el cual indica lo 
siguiente: 
 

• La controversia suscitada entre la Entidad y el Consorcio se encuentra en 
arbitraje desde el 16 de febrero de 2016. 
 

 
10  Obrante a folios 77 a 79 del expediente administrativo en formato PDF. 
11  Obrante a folios 113 a 114 del expediente administrativo en formato PDF. 
12  Obrante a folios 128 a 130 del expediente administrativo en formato PDF. 

http://www.osce.gob.pe/
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• El 25 de agosto de 2016 se llevó a cabo la Instalación de Árbitro Único Ad Hoc 
en las instalaciones de la Dirección de Arbitraje del OSCE13. 
 

• El 16 de septiembre de 2016, el Consorcio presentó su demanda arbitral, la 
cual contiene las siguientes pretensiones: 

 

i. Se declare la nulidad y/o ineficacia de la Resolución N° 1942-2015/MPS 
del 30 de diciembre de 2015, y se declare fundada la solicitud de 
ampliación de plazo N° 03. 

ii. Se declare la nulidad y/o ineficacia de la Resolución N° 0099-2016/MPS 
del 26 de enero de 2016, y se declare fundada la solicitud de 
ampliación de plazo N° 04. 

iii. Se declare fundado el reconocimiento de mayores gastos generales 
por la ampliación de plazo N° 3. 

iv. Se declare fundado el reconocimiento de mayores gastos generales 
por la ampliación de plazo N° 4. 

v. Se le otorgue una indemnización por daños y perjuicios por el monto 
de S/. 60,000.00 soles. 

 

• Asimismo, obra en el expediente la solicitud de arbitraje del 9 de septiembre 
de 2016, mediante el cual el Consorcio solicitó que se declare la nulidad e 
ineficacia de la Resolución de Alcaldía N° 1063-2016/MPS del 19 de agosto del 
mismo año, que dispuso resolver de forma total el Contrato, así como se le 
indemnice por los daños y perjuicios. 
 

• Concluye señalando que los actuados deberán ser remitidos a la Oficina de 
Asesoría Jurídica para la elaboración del Informa Legal correspondiente. 

 
6. Mediante Decreto14 del 27 de enero de 2017, se corrió traslado de la Cédula de 

Notificación N° 04636/2017.TCE; asimismo, se dejó sin efecto el Decreto del 20 de 
diciembre de 2016, en el extremo que disponía resolver con la documentación 
obrante en autos; finalmente, se requirió nuevamente a la Entidad para que cumpla 

 
13  Obrante a folios 95 a 106 del expediente administrativo en formato PDF. 
14  Obrante a folios 115 a 116 del expediente administrativo en formato PDF. 
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con remitir la documentación solicitada a través del Decreto del 20 de diciembre de 
2016. 
 

7. A través del Oficio N° 036-2017/MPS-SG15, presentado el 30 de enero de 2017 ante el 
Tribunal, la Entidad remitió de forma parcial la documentación solicitada a través del 
Decreto del 27 del mismo mes y año. 
 

8. Mediante Decreto16 del 27 de febrero de 2017, se dispuso iniciar el procedimiento 
administrativo sancionador contra los integrantes del Consorcio, por su supuesta 
responsabilidad al haber dado lugar, por causal atribuible a su parte, a la resolución 
del contrato derivado del proceso de selección, infracción tipificada en el literal e) del 
numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley de Contrataciones del Estado, Ley N° 30225, en 
adelante la Ley N° 30225. 
 

En ese sentido, se otorgó a los integrantes del Consorcio un plazo de diez (10) días 
hábiles para que presente sus descargos, bajo apercibimiento de resolver con la 
documentación obrante en el expediente. 
 

9. A través del Escrito N° 117, presentado el 5 de abril de 2017 ante el Tribunal, el señor 
JUAN ESTUARDO CHAVEZ SANCHEZ, integrante del Consorcio, se apersonó al 
presente procedimiento administrativo sancionador y presentó sus descargos en los 
términos siguientes: 
 

• Debido a que existen controversias entre las partes que suscribieron el 
Contrato derivado del proceso de selección, corresponde que, en mérito a lo 
dispuesto en el artículo 226 del Reglamento, se suspenda el procedimiento 
sancionador, pues actualmente ello se encuentra en un proceso arbitral. 
 

• En calidad de medios probatorios, remite el acta de instalación del Árbitro 
Único del 25 de agosto de 2016, así como copia de la resolución N° 05 del 24 
de febrero de 2017, donde el árbitro único procedió a admitir la acumulación 
de pretensiones solicitadas por el Consorcio. 

 
15  Obrante a folio 161 del expediente administrativo en formato PDF. 
16  Obrante a folios 178 a 179 del expediente administrativo en formato PDF. 
17  Obrante a folios 209 a 212 del expediente administrativo en formato PDF. 
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• Concluye señalando que se requiera al árbitro único Miguel Ángel Santa Cruz 
Vital para que confirme si tiene bajo su competencia la controversia por la 
resolución del Contrato N° 160-2014-MPS-GAJ. 

 
10. Mediante Decreto18 del 17 de abril de 2017, se tuvo por apersonado y por presentado 

los descargos del señor JUAN ESTUARDO CHAVEZ SANCHEZ, integrante del Consorcio. 
Asimismo, habiéndose verificado que la empresa KARASI S.A.C. no cumplió con 
presentar sus descargos, pese a haber sido debidamente notificada el 22 de marzo de 
2017 a través de la Cédula de Notificación N° 16074/2017.TCE, se hizo efectivo el 
apercibimiento decretado de resolver el presente procedimiento con la 
documentación obrante en el expediente administrativo respecto a dicha empresa. 
Por tanto, se remitió el expediente a la Segunda Sala del Tribunal para que resuelva, 
realizándose el pase a vocal el 24 de abril de 2017. 
 

11. A través del Escrito N° 119, presentado el 20 de abril de 2017 ante la Oficina 
desconcentrada del OSCE, ubicada en la ciudad de Piura, ingresados ante el Tribunal 
el 26 del mismo mes y año, la empresa KARASI S.A.C., integrante del Consorcio, 
presentó sus descargos de forma extemporánea, en los mismos términos que los 
presentados por el señor JUAN ESTUARDO CHAVEZ SANCHEZ, su consorciado. 
 

12. Mediante Decreto20 del 5 de mayo de 2017, se tuvo por apersonado a la empresa 
KARASI S.A.C., y por presentados sus descargos; agregándose a los autos para 
conocimiento de las partes. 
 

13. Asimismo, a través del Decreto21 del 5 de julio de 2017, se solicitó al árbitro único 
Miguel Ángel Santa Cruz Vital, a los integrantes del Consorcio y a la Entidad, remitir la 
información adicional siguiente: 
 

i. Remitir copia legible de la solicitud de arbitraje vinculada al expediente N° 
1554-2016, presentada por el Consorcio. 

 
18  Obrante a folios 213 a 214 del expediente administrativo en formato PDF. 
19  Obrante a folios 243 a 247 del expediente administrativo en formato PDF. 
20  Obrante a folio 235 del expediente administrativo en formato PDF. 
21  Obrante a folios 268 a 270 del expediente administrativo en formato PDF. 
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ii. Informar si es materia del proceso arbitral, la pretensión referida a la 
resolución del Contrato derivado del proceso de selección, o, de ser el caso, 
si esta fue acumulada a las pretensiones establecidas en el Acta de 
Instalación del árbitro único del 25 de agosto de 2016. 

iii. Remitir copia del escrito N° 3, “Formulo acumulación de pretensiones”, 
presentado por el Consorcio el 29 de diciembre de 2016. 

iv. Informar el estado actual del referido proceso arbitral. 
 
En ese sentido, se otorgó a las partes un plazo de dos (2) días hábiles para cumplir con 
lo requerido, bajo apercibimiento de resolver con la documentación obrante en el 
expediente y, en el caso de la Entidad, poner en conocimiento de su Órgano de 
Control Institucional en el supuesto caso de incumplir lo solicitado. 
 

14. Mediante Escrito N° 222, presentado el 7 de julio de 2017 ante la Oficina 
desconcentrada del OSCE, ubicada en la ciudad de Piura, ingresados ante el Tribunal 
el Tribunal el 10 del mismo mes y año, el señor JUAN ESTUARDO CHAVEZ SANCHEZ 
remitió la documentación solicitada. 
 

15. A través del Oficio N° 52-2017/MPS-PPM23, presentado el 13 de julio de 2017 ante el 
Tribunal, la Entidad remitió la documentación solicitada. 
 

16. Mediante Carta S/N24, presentado el 13 de julio de 2017 ante el Tribunal, la Secretaria 
Arbitral Edith Pomas Limas remitió la documentación solicitada. 
 

17. A través de la Resolución N° 1581-2017-TCE-S225 del 24 de julio de 2017, la Segunda 
Sala del Tribunal dispuso suspender el procedimiento administrativo sancionador en 
contra de los integrantes del Consorcio, hasta que la Entidad, el Árbitro Único Ad Hoc, 
la Secretaria Arbitral, los integrantes del Consorcio o la Dirección de Arbitraje del 
OSCE, comuniquen a este Colegiado sobre el resultado definitivo del proceso arbitral 
seguido entre las partes. 
 

 
22  Obrante a folios 272 a 274 del expediente administrativo en formato PDF. 
23  Obrante a folio 316 del expediente administrativo en formato PDF. 
24  Obrante a folio 330 del expediente administrativo en formato PDF. 
25  Obrante a folios 359 a 373 del expediente administrativo en formato PDF. 
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Asimismo, se acordó suspender el plazo de prescripción respecto a la infracción 
objeto del presente procedimiento administrativo sancionador, hasta que se levante 
la suspensión dispuesta por este Tribunal. 
 

18. Mediante Decreto26 del 8 de agosto de 2017, considerando lo dispuesto por la 
Resolución N° 1581-2017-TCE-S2 del 24 de julio del mismo año, se dejó constancia 
que carece de objeto notificar la Cédula de Notificación N° 37876/2017.TCE a la 
empresa KARASI S.A.C., integrante del Consorcio. 
 

19. A través del Decreto27 del 27 de marzo de 2019, se requirió a la Entidad, a los 
integrantes del Consorcio, al Árbitro Único Miguel Ángel Santa Cruz Vital y a la 
Secretaría Arbitral MARC PERÚ, Asociación para la Prevención y Solución de 
Conflictos, para que, en el plazo de diez (10) días hábiles, cumplan con informar el 
estado situacional del proceso arbitral signado con el Expediente N° I554-2016, 
debiendo remitir, de ser el caso, copia del Laudo Arbitral del referido proceso arbitral, 
en el cual se haya ventilado la materia de controversia o de la Resolución que dispuso 
el archivo definitivo del mismo. 
 

20. Con Escrito S/N28, presentado el 27 de mayo de 2019 ante el Tribunal, la Entidad 
informó que el proceso arbitral seguido entre las partes se encuentra en trámite, 
siendo el último acto procesal emitido la Resolución N° 35 del 11 de marzo del mismo 
año, el cual dispone otorgar un plazo adicional para la presentación de la información 
reseñada en el considerando sexto de la Resolución N° 34 del 18 de febrero de 2021. 
 

21. A través del Escrito S/N29, presentado el 27 de mayo de 2019 ante el Tribunal, la 
Secretaria Arbitral Edith Poma Limas, respondió el requerimiento realizado, indicando 
que el proceso arbitral se encuentra en etapa probatoria. 
 

22. Mediante Decreto30 del 13 de junio de 2019, se dispuso tomar conocimiento de lo 
informado por la Entidad y la Secretaria Arbitral, otorgándose cinco (5) días hábiles a 

 
26 Obrante a folio 389 del expediente administrativo en formato PDF. 
27 Obrante a folios 391 a 392 del expediente administrativo en formato PDF. 
28 Obrante a folios 397 a 401 del expediente administrativo en formato PDF. 
29 Obrante a folio 414 del expediente administrativo en formato PDF. 
30 Obrante a folios 415 a 416 del expediente administrativo en formato PDF. 
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este último y al Árbitro Único, a fin de que comuniquen a este Colegiado sobre el 
trámite y los plazos máximos para resolver el proceso arbitral. 
 

23. A través del Escrito S/N31, presentado el 7 de octubre de 2019 ante el Tribunal, el 
Secretario Arbitral José Carlos Taboada Mier comunicó que el proceso arbitral seguido 
entre las partes se encuentra en etapa probatoria. 
 

24. Mediante Decreto32 del 20 de noviembre de 2019, se dispuso tomar conocimiento de 
lo informado por el Secretario Arbitral y que, una vez se expida el laudo arbitral o la 
resolución que ponga fin al proceso arbitral, los integrantes del Consorcio, la Entidad, 
el Árbitro Único y el Secretario Arbitral informen de su contenido a este Colegiado, 
toda vez que dicha información resulta indispensable para proseguir con el trámite 
del presente expediente. 
 

25. Con Decreto33 del 6 de mayo de 2024, verificado que el Laudo Arbitral (Resolución N° 
56 del 28 de junio de 2021)34 se encuentra registrado en la plataforma del SEACE, se 
dispuso poner el presente expediente a disposición de la Segunda Sala, disponiéndose 
así el levantamiento de la suspensión y realizándose el pase a vocal el 8 del mismo 
mes y año. 
 

26. Mediante Decreto35 del 10 de julio de 2024, dada la reconformación de Salas del 
Tribunal dispuesta mediante la Resolución N° 000103-2024-OSCE/PRE del 2 del mismo 
mes y año, se dispuso remitir el expediente a la Segunda Sala para que resuelva, 
realizándose el pase a vocal el mismo 10 de julio de 2024. 
 

II. FUNDAMENTACIÓN: 
  

1. El presente procedimiento sancionador ha sido remitido a la Segunda Sala del 
Tribunal, a fin de determinar la presunta responsabilidad de los integrantes del 
Consorcio, al haber ocasionado que la Entidad resuelva el Contrato, lo cual habría 
acontecido el 26 de agosto de 2016, dando lugar a la comisión de la infracción 

 
31 Obrante a folio 431 del expediente administrativo en formato PDF. 
32 Obrante a folio 433 del expediente administrativo en formato PDF. 
33 Obrante a folio 510 del expediente administrativo en formato PDF. 
34  Obrante a folios 447 a 509 del expediente administrativo en formato PDF. 
35  Obrante a folio 511 del expediente administrativo en formato PDF. 
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tipificada en el literal e) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley N° 30225. 
 
Normativa aplicable 
 

2. A efectos de evaluar si los hechos expuestos configuran la infracción imputada, es 
preciso verificar el marco legal aplicable en el presente caso, para ello debe tenerse 
presente que el numeral 5 del artículo 248 del Texto Único Ordenado de la Ley de 
Procedimiento Administrativo Sancionador General, aprobado por Decreto Supremo 
N° 004-2019-JUS, en adelante el TUO de la LPAG, establece que la potestad 
sancionadora de todas las Entidades se rige por las disposiciones sancionadoras 
vigentes al momento en que se cometió la infracción, salvo que las posteriores 
resulten más favorables al administrado. 
 

3. Al respecto, debe tenerse en cuenta que, a la fecha, se encuentran vigentes las 
modificaciones a la Ley N° 30225, introducidas por el Decreto Legislativo N° 1341 y  
N° 1444, compilado en el Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de 
Contrataciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N° 82-2019-EF, en 
adelante el TUO de la Ley N° 30225, y el Reglamento de la Ley de Contrataciones del 
Estado, aprobado por el Decreto Supremo N° 344-2018-EF, y sus modificatorias, en 
adelante el Reglamento vigente. 
 
Sobre el particular, cabe precisar que la Segunda Disposición Complementaria 
Transitoria del TUO de la Ley N° 30225 y Primera Disposición Complementaria 
Transitoria del Reglamento vigente, disponen que los procedimientos de selección 
iniciados antes de la entrada en vigencia de dichas normas, se regirían por las normas 
vigentes al momento de su convocatoria. 
 

4. En tal sentido, dado que, en el caso concreto, el proceso de selección se convocó el 
21 de octubre de 2014, bajo el ámbito de la Ley N° 30191, Ley que establece medidas 
para la prevención, mitigación y adecuada preparación para la respuesta ante 
situaciones de desastre, la cual establecía, en el numeral 14.1 de su artículo 14, que 
resulta aplicable supletoriamente la Ley de Contrataciones del Estado en materia de 
procesos de selección y procedimientos administrativos sancionadores. 
 
Al respecto, cabe precisar que, al momento de convocarse el proceso de selección, se 
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encontraba vigente la Ley y el Reglamento; entonces, para el análisis del 
procedimiento de resolución del contrato y solución de controversias será de 
aplicación dicha normativa [Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante el 
Decreto Legislativo N° 1017, modificada por la Ley N° 29873, así como su Reglamento, 
aprobado por el Decreto Supremo N° 184-2008-EF, modificado por los Decretos 
Supremos N° 138-2012-EF y N° 080-2014-EF]. 
 

5. Por otro lado, sobre la norma aplicable a fin de determinar la responsabilidad en la 
comisión de la infracción imputada, debe tenerse presente que el numeral 5 del 
artículo 248 del TUO de la LPAG establece que la potestad sancionadora de todas las 
Entidades, se rige por las disposiciones sancionadoras vigentes al momento en que se 
cometió la infracción, salvo que las posteriores resulten más favorables al 
administrado. 
 
En tal sentido, la infracción imputada al Consorcio, que será materia de análisis para 
determinar su configuración, es aquella tipificada en la normativa vigente al momento 
en que se produjo el supuesto hecho infractor, es decir, que el Consorcio 
presuntamente ocasionó que la Entidad resuelva el Contrato (26 de agosto de 2016); 
esto es, la Ley N° 30225 y el Reglamento de la Ley N° 30225, aprobado por el Decreto 
Supremo N° 350-2015-EF, en adelante el Reglamento de la Ley N° 30225. 
 
Sin perjuicio de ello, cabe resaltar que, de advertirse durante el desarrollo del análisis, 
que alguna norma posterior resulta más beneficiosa, respecto a la configuración de la 
infracción y graduación de la sanción, se aplicará la misma, en virtud del principio de 
irretroactividad, contemplado en el numeral 5 del artículo 248 del TUO de la LPAG. 

 
Naturaleza de la infracción: 

 
6. En el presente caso, la infracción que se imputa al Consorcio está tipificada en el literal 

e) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley N° 30225, la cual disponía lo siguiente:  
 

“Artículo 50. Infracciones y sanciones administrativas 
50.1 El Tribunal de Contrataciones del Estado sanciona a los 
proveedores, participantes, postores y/o contratistas (…), cuando 
incurran en las siguientes infracciones: 
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(…) 
e) Ocasionar que la Entidad resuelva el contrato, siempre que dicha 
resolución haya quedado consentida o firme en vía conciliatoria o 
arbitral”. 
 
(El resaltado y subrayado es agregado). 

 
De acuerdo con la referida norma, para la configuración de la infracción cuya comisión 
se imputa al Consorcio, se requiere necesariamente de la concurrencia de dos 
requisitos, esto es:  
 

i) Debe acreditarse que el contrato, orden de compra u orden de servicio, fuente 
de obligaciones, haya sido resuelto por causal atribuible al contratista, de 
conformidad con la Ley y el Reglamento, vigentes en su oportunidad. 
 

ii) Debe verificarse que dicha decisión haya quedado consentida o firme en vía 
conciliatoria o arbitral, es decir, ya sea por no haberse instado a la conciliación 
o arbitraje, haberlo hecho extemporáneamente o, aun cuando se hubiesen 
llevado a cabo dichos mecanismos de solución de controversias, se haya 
confirmado la decisión de la Entidad de resolver el contrato. 

 
7. En esa línea de ideas, el literal c) del artículo 40 de la Ley disponía que, en caso de 

incumplimiento por parte del contratista de alguna de sus obligaciones, que haya sido 
previamente observada por la Entidad y no haya sido subsanada, esta última podrá 
resolver el contrato de forma total o parcial, mediante notificación por vía notarial del 
documento en el que se manifiesta la decisión y motivo de la resolución.  

 
Por su parte, el artículo 168 del Reglamento, disponía que la Entidad puede resolver 
el contrato en los casos que el contratista: (i) incumpla injustificadamente 
obligaciones contractuales, legales o reglamentarias a su cargo, pese a haber sido 
requerido para ello; (ii) haya llegado a acumular el monto máximo de la penalidad por 
mora o el monto máximo para otras penalidades, en la ejecución de la prestación a 
su cargo; o, (iii) paralice o reduzca injustificadamente la ejecución de la prestación. 
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Aunado a ello, el artículo 169 del mismo cuerpo normativo establecía que, si alguna 
de las partes falta al cumplimiento de sus obligaciones, la parte perjudicada debe 
requerirle mediante carta notarial, para que las ejecute en un plazo no mayor a cinco 
(5) días, bajo apercibimiento de resolver el contrato, plazo que dependiendo del 
monto contractual y de la complejidad, envergadura o sofisticación de la contratación 
puede ser mayor, pero en ningún caso superior a quince (15) días. Asimismo, en caso 
de ejecución de obras se otorga necesariamente un plazo de quince (15) días. 
Adicionalmente, establece que, si vencido dicho plazo el incumplimiento continúa, la 
parte perjudicada puede resolver el contrato en forma total o parcial, mediante carta 
notarial, quedando resuelto el mismo de pleno derecho a partir de recibida dicha 
comunicación. 
 
Además, el acotado artículo establece que no es necesario efectuar requerimiento 
previo cuando la resolución del contrato se deba a la acumulación del monto máximo 
de penalidad por mora o por otras penalidades o cuando la situación de 
incumplimiento no pueda ser revertida, en cuyo caso bastará con comunicar al 
contratista, mediante carta notarial, la decisión de resolver el contrato. 
 
De la lectura de las disposiciones reseñadas y conforme a los criterios utilizados por 
el Tribunal en anteriores oportunidades, para que la infracción imputada se configure, 
es menester que la Entidad, efectivamente, haya resuelto el contrato conforme al 
procedimiento descrito. De esta manera, aun en los casos en los que se hayan 
generado incumplimientos contractuales, si la Entidad no ha resuelto el contrato con 
observancia de las normas citadas y el debido procedimiento, la conducta no podrá 
ser pasible de sanción, asumiendo la Entidad la exclusiva responsabilidad respecto a 
tal situación. 
 

8. Por su parte, en cuanto al segundo requisito, constituye un elemento necesario para 
imponer la sanción, verificar que la decisión de resolver el contrato haya quedado 
consentida, por no haberse iniciado oportunamente los procedimientos de solución 
de controversias, conforme a lo previsto en la Ley y el Reglamento. 
 
En ese sentido, a fin de determinar si dicha decisión fue consentida o se encuentra 
firme, corresponde verificar si se ha acreditado en el procedimiento administrativo 
sancionador que las partes han recurrido oportunamente a los mecanismos de 
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solución de controversias, es decir, a la conciliación y/o arbitraje. 
 

Para ello, el artículo 170 del Reglamento establecía que el plazo para iniciar cualquier 
mecanismo de solución de controversias relacionadas a la resolución contractual, es 
de quince (15) días hábiles siguientes a la fecha de notificación de la resolución, 
precisando que, al vencimiento de dicho plazo se entendía que la resolución del 
contrato había quedado consentida.   
 
Así, se desprende que, aun cuando en fecha posterior a dicho plazo se iniciaran tales 
mecanismos, para efectos del procedimiento administrativo sancionador, la decisión 
de resolver el contrato ya había quedado consentida, por no haberse iniciado los 
mecanismos antes descritos dentro del plazo legal. 
 
A mayor abundamiento, resulta relevante reseñar el criterio adoptado en el Acuerdo 
de Sala Plena N° 006-2012/TCE que señala, entre otros, lo siguiente: 
 

• Las entidades están obligadas a cumplir con el procedimiento de resolución 
contractual. La inobservancia del referido procedimiento por parte de la 
Entidad implica la exención de responsabilidad del contratista, sin perjuicio de 
la responsabilidad administrativa de los funcionarios. 

 

• En el procedimiento sancionador no corresponde evaluar la decisión de la 
Entidad de resolver el contrato, constituyendo un elemento necesario para 
imponer la sanción, verificar que esa decisión ha quedado consentida, por no 
haberse iniciado los procedimientos de solución de controversias conforme a 
lo previsto en la Ley y su Reglamento. 

 
9. Por ello, para el encausamiento del procedimiento administrativo sancionador y la 

consecuente imposición de sanción por la configuración de la infracción bajo análisis, 
es imprescindible tener en cuenta este requisito de procedibilidad, que es que la 
resolución contractual se encuentre consentida o firme en vía conciliatoria o arbitral. 

  
Configuración de la infracción: 
 
Sobre el procedimiento formal de resolución contractual: 
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10. Conforme a lo expuesto, en primer lugar, corresponde determinar si la Entidad 

observó el debido procedimiento para la resolución del Contrato, en tanto que su 
cumplimiento constituye requisito necesario e indispensable, para que este Tribunal 
emita pronunciamiento relativo a la configuración de la referida infracción. 
 

11. Al respecto, fluye de los antecedentes administrativos que, mediante Oficio N° 0882-
2016/MPS-SG, notificada vía notarial el 26 de agosto de 2016, la Entidad notificó al 
Consorcio la Resolución de Alcaldía N° 1063-2016/MPS del 19 del mismo mes y año, 
a través de la cual decidió resolver de forma total el Contrato por la causal de haber 
acumulado el monto máximo de la penalidad por mora, tal y como se evidencia en las 
imágenes siguientes: 
 



           Z 

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 02828-2024-TCE-S2 

Página 17 de 31 

 



           Z 

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 02828-2024-TCE-S2 

Página 18 de 31 

 

 
 



           Z 

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 02828-2024-TCE-S2 

Página 19 de 31 
 



           Z 

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 02828-2024-TCE-S2 

Página 20 de 31 

 



           Z 

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 02828-2024-TCE-S2 

Página 21 de 31 
 



           Z 

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 02828-2024-TCE-S2 

Página 22 de 31 

 
Sobre el particular, cabe hacer especial mención a la circunstancia que motivó la 
resolución del contrato, por cuanto, en el presente caso, nos encontramos ante un 
supuesto de acumulación del monto máximo de penalidad por mora; en cuyo caso, 
conforme a lo establecido en el artículo 168 del Reglamento, la Entidad no necesitaba 
requerir previamente al Consorcio el cumplimiento de obligaciones, bastando solo 
con comunicar la decisión de resolver el contrato para que surta efectos legales,  
 
Cabe precisar que la referida Resolución de Alcaldía N° 1063-2016/MPS hace mención 
a la resolución del Contrato N° 196-2014-MPS-GAJ [no del Contrato N° 160-
2014/MPS-GAJ, la cual sería la nomenclatura correcta en este caso]; no obstante, si 
bien se advierte un error material en cuanto a la numeración del contrato resuelto, 
de una lectura integral del referido documento, se puede apreciar que el objeto de la 
obra, las partes que suscriben, el monto contratado, las fechas y plazos referidos, 
entre otros elementos, corresponden todos al proceso de selección y Contrato 
materia de análisis del presente procedimiento sancionador, por lo que resulta válido 
concluir que dicho cambio en la nomenclatura se debe a un error material que no 
altera el sentido de la decisión, no habiendo duda en este Colegiado de que el 
contrato que se está resolviendo es el Contrato N° 160-2014/MPS-GAJ, por lo que no 
afecta el análisis realizado. 
 

12. Estando a lo reseñado, se aprecia que la Entidad, ante la acumulación del monto 
máximo de penalidad por mora, resolvió el Contrato de forma total, decisión que fue 
notificada vía notarial el 26 de agosto del 2016; por tanto, se ha cumplido con el 
procedimiento establecido para la resolución del Contrato, de conformidad con lo 
establecido en la Ley y el Reglamento. 
 
Por consiguiente, este Colegiado considera acreditado el primer requisito para la 
configuración de la infracción tipificada en el literal e) del numeral 50.1 del artículo 
50 de la Ley N° 30225, correspondiendo ahora determinar si dicha decisión resolutiva 
quedó consentida o firme en vía conciliatoria o arbitral. 
 
Sobre el consentimiento o firmeza de la resolución contractual: 
 

13. En este punto, es pertinente destacar que el tipo infractor imputado señala 
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expresamente que, para la determinación de la configuración de la conducta, se debe 
verificar que la decisión de resolver el Contrato ha quedado consentida por no 
haberse iniciado alguno de los mecanismos de solución de controversias, conforme a 
lo previsto en la Ley y su Reglamento, o firme en vía conciliatoria o arbitral. 
 
Así tenemos que, el artículo 170 el Reglamento establecía que cualquier controversia 
relacionada a la resolución contractual podrá ser sometida por la parte interesada a 
conciliación y/o arbitraje dentro de los quince (15) días hábiles siguientes de 
notificada la resolución. Vencido este plazo sin que se haya iniciado alguno de estos 
procedimientos, se entiende que la resolución del contrato quedó consentida. 
 

14. En el presente caso, se aprecia que la decisión de resolver el Contrato fue notificada 
vía notarial al Consorcio el 26 de agosto de 2016; en ese sentido, aquél contaba con 
el plazo de quince (15) días hábiles siguientes para solicitar el inicio de una conciliación 
y/o arbitraje, plazo que venció el 19 de septiembre de 2016. 
 
En relación a ello, mediante Carta N° 041-2016-CONSORCIOCASTROPOZO36, 
presentada el 9 de septiembre de 2016, los integrantes del Consorcio solicitaron a la 
Entidad el inicio del Arbitraje, a fin de declarar la nulidad y/o ineficacia de la 
Resolución de Alcaldía N° 1063-2016/MPS del 19 de agosto de 2016, informando, 
posteriormente, que ello sería acumulado a la solicitud de arbitraje que se encontraba 
ya en trámite37. 
 
Para mayor detalle, se adjuntan las imágenes siguientes: 
 

 
36 Obrante a folios 278 a 279 del expediente administrativo en formato PDF. 
37 Cabe precisar que dicho proceso arbitral se encontraba referido a la controversia por la nulidad de las Resoluciones de Alcaldía N° 1942-
2015/MPS y N° 0099-2016/MPS, mediante las cuales se resolvió declarar improcedentes las solicitudes de ampliación de plazo formuladas 
por el Consorcio. 
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15. Por tanto, resulta evidente que el Consorcio no dejó consentir la controversia 
generada con la resolución del Contrato; por el contrario, en el marco de su derecho 
de defensa, recurrió a la instancia arbitral, a efectos de que dicha controversia sea 
dilucidada por un tercero mediante la emisión del Laudo Arbitral. 
 
De esta manera, a efectos de establecer la responsabilidad administrativa de los 
integrantes del Consorcio con relación al hecho atribuido en su contra, corresponderá 
analizar si, a través del Laudo Arbitral, ha quedado firme o no la decisión de resolver 
el Contrato. 
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16. Expuesto ello, cabe precisar que, mediante Resolución N° 1581-2017-TCE-S2 del 24 
de julio de 2017, este Tribunal suspendió el procedimiento administrativo 
sancionador, hasta que la Entidad, los integrantes del Consorcio, el Árbitro Único o el 
Secretario Arbitral informen a este Colegiado sobre el resultado definitivo del proceso 
arbitral seguido por las partes respecto a la resolución del Contrato. 
 

17. Al respecto, habiendo transcurrido un plazo razonable, mediante Decreto del 27 de 
marzo de 2019, se requirió a la Entidad, a los integrantes del Consorcio, al Árbitro 
Único y al Secretario Arbitral, para que cumplan con informar sobre el estado 
situacional del proceso arbitral seguido entre las partes. 
 
En respuesta a lo solicitado, mediante escritos s/n, presentados el 27 de mayo y el 7 
de octubre de 2019 ante el Tribunal, la Entidad y el Secretario Arbitral informaron a 
este Colegiado que el proceso arbitral seguido entre las partes se encontraba en etapa 
probatoria. 
 
En ese sentido, a través del Decreto del 20 de noviembre de 2019, se requirió 
nuevamente a las partes y terceros para que, una vez que se expida el laudo arbitral 
o la resolución que ponga fin al proceso arbitral, informen de su contenido a este 
Colegiado, toda vez que dicha información resulta indispensable. 
 

18. Ahora bien, de la revisión efectuada por la Secretaría del Tribunal en la plataforma del 
Sistema Electrónico de Contrataciones del Estado (SEACE), se advirtió que el laudo 
arbitral de fecha 28 de junio de 2021 ya se encuentra registrado con fecha del 5 de 
julio del mismo año. Por tanto, se dispuso poner a disposición de la Segunda Sala el 
presente expediente y el levantamiento de la suspensión de la prescripción decretada 
por la Resolución N° 1581-2017-TCE-S2 del 24 de julio de 2017. 
 
Para mayor detalle, se adjunta la imagen siguiente: 
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19. Llegado a este punto, corresponde traer a colación lo dispuesto por el artículo 52 de 

la Ley, a fin recordar lo dispuesto por dicha norma con respecto a la eficacia del laudo 
arbitral. Así, tal norma establecía lo siguiente:  
 

“Artículo 52. Solución de controversias 
 
(…) El laudo arbitral de derecho es inapelable, definitivo y obligatorio para 
las partes desde el momento de su notificación, debiendo ser remitido por el 
árbitro único o Tribunal Arbitral al Organismo Supervisor de las 
Contrataciones del Estado – OSCE, dentro del plazo establecido por el 
Reglamento. (…)”.  
 
(el resaltado es agregado) 

 
Asimismo, la ley vigente, en el numeral 21 del artículo 45 del TUO de la Ley N° 30225, 
sobre la eficacia del laudo arbitral, señala lo siguiente: 
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“Artículo 45. Medios de solución de controversias de la ejecución 
contractual 
 
(…) 45.21 El laudo arbitral es inapelable, definitivo y obligatorio para las 
partes desde el momento de su notificación, debiéndose notificar a las 
partes a través del Sistema Electrónico de Contrataciones del Estado 
(SEACE) para efecto de su eficacia. Contra dicho laudo solo cabe interponer 
recurso de anulación de acuerdo a lo establecido en el Decreto Legislativo 
1071 Decreto Legislativo que norma el arbitraje o norma que lo sustituya. 
(…)”. 
 
(El resaltado es agregado) 

 
20. Como se puede apreciar, la norma ha supeditado la eficacia del laudo a su 

notificación, la cual debe realizarse a través de su publicación en el SEACE. 
 
Por tanto, habiéndose verificado que el laudo arbitral ha sido publicado en el SEACE, 
se tiene que dicha decisión es válida y eficaz para efectos del presente caso, conforme 
a lo señalado en la normativa citada.  
 

21. De esta manera, a efectos de establecer la responsabilidad administrativa de los 
integrantes del Consorcio con relación al hecho atribuido en su contra, corresponderá 
analizar si, a través del Laudo Arbitral, ha quedado firme o no la decisión de la Entidad 
de resolver el Contrato. 
 

22. Ahora bien, de la revisión del laudo arbitral se puede apreciar que, en su decimosexta 
decisión, declaró FUNDADA la Décima Pretensión Acumulada de la demanda 
formulada por el Consorcio y, por tanto, se declaró la ineficacia de la Resolución de 
Alcaldía N° 1063-2016/MPS del 19 de agosto de 2016, a través de la cual la Entidad 
dispuso resolver el Contrato, conforme se aprecia en la imagen siguiente: 
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Cabe precisar que la nulidad de la Resolución de Alcaldía N° 1063-2016/MPS se 
declaró, a juicio del Árbitro Único, debido a que, a la fecha de realización de la 
resolución contractual, el Consorcio todavía se encontraba dentro del plazo de 
ejecución contractual, toda vez que este fue ampliado hasta el 13 de septiembre de 
2016; en consecuencia, no había acumulación de penalidades por retraso, por lo que 
no se configura la causal estipulada en el numeral 2 del artículo 168 del Reglamento, 
al que alude la Entidad. 
 

23. Lo anteriormente expuesto evidencia que la resolución del contrato no fue 
ocasionada por el Contratista, no habiendo quedado firme dicha decisión de la 
Entidad, al haber sido declarada ineficaz por el Árbitro Único, tal como consta en el 
laudo del 28 de junio de 2021, por lo que este Tribunal considera que no se ha 
cumplido con el segundo requisito respecto a que la resolución contractual haya 
quedado consentida o firme en vía arbitral, requisito necesario para la configuración 
de la infracción materia de análisis. 
 

24. Por tanto, este Colegiado concluye que, en el presente caso, no se han acreditado los 
requisitos para la configuración de la infracción tipificada en el literal e) del numeral 
50.1 del artículo 50 de la Ley N° 30225, por parte de los integrantes del Consorcio; por 
lo que, corresponde declarar NO HA LUGAR la imposición de sanción administrativa 
en su contra. 
 
Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del vocal ponente Steven 
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Aníbal Flores Olivera, y la intervención de los vocales Cristian Joe Cabrera Gil y Daniel Alexis 

Nazazi Paz Winchez, atendiendo a la conformación de la Segunda Sala del Tribunal de 

Contrataciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución N° 056-2021- OSCE/PRE del 

9 de abril de 2021, la Resolución N° D000090-2022- OSCE/PRE del 21 de mayo de 2022, la 

Resolución N° D000240-2023-OSCE-PRE del 12 de diciembre de 2023, la Resolución N° 

000103-2024-OSCE/PRE del 2 de julio de 2024 y en ejercicio de las facultades conferidas en 

el artículo 59 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del 

Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N° 082- 2019-EF, y los artículos 20 y 21 del 

Reglamento de Organización y Funciones del OSCE, aprobado por Decreto Supremo N° 076-

2016-EF del 7 de abril de 2016, analizados los antecedentes y luego de agotado el debate 

correspondiente, por unanimidad; 

 

LA SALA RESUELVE:  

 
1. Declarar NO HA LUGAR a la imposición de sanción en contra la empresa KARASI S.A.C. 

(con R.U.C. N° 20530242898), por su supuesta responsabilidad al haber dado lugar a 
la resolución del Contrato N° 160-2014-MPS-GAJ, siempre que dicha resolución haya 
quedado consentida o firme en vía conciliatoria o arbitral, en el marco de la Licitación 
Pública N° 009-2014-MPS-CE – Primera Convocatoria, para la contratación de la 
ejecución de la obra: “Ampliación y mejoramiento del servicio educativo en la I.E. N° 
14781 Hildebrando Castro Pozo del centro poblado Chalacala Baja del distrito de 
Sullana, provincia de Sullana, Piura, Código SNIP 198562”, convocado por la 
Municipalidad Provincial de Sullana; infracción tipificada en el literal e) del numeral 
50.1 del artículo 50 de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado; por los 
fundamentos expuestos. 
 

2. Declarar NO HA LUGAR a la imposición de sanción en contra del señor JOSÉ 
ESTUARDO CHAVEZ SANCHEZ. (con R.U.C. N° 10028352129), por su supuesta 
responsabilidad al haber dado lugar a la resolución del Contrato N° 160-2014-MPS-
GAJ, siempre que dicha resolución haya quedado consentida o firme en vía 
conciliatoria o arbitral, en el marco de la Licitación Pública N° 009-2014-MPS-CE – 
Primera Convocatoria, para la contratación de la ejecución de la obra: “Ampliación y 
mejoramiento del servicio educativo en la I.E. N° 14781 Hildebrando Castro Pozo del 
centro poblado Chalacala Baja del distrito de Sullana, provincia de Sullana, Piura, 
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Código SNIP 198562”, convocado por la Municipalidad Provincial de Sullana; 
infracción tipificada en el literal e) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley N° 30225, 
Ley de Contrataciones del Estado; por los fundamentos expuestos. 

 

3. Archívese de manera definitiva el presente expediente. 
 
Regístrese, comuníquese y publíquese.   

 

 

 

 

 

 

STEVEN ANÍBAL FLORES OLIVERA 
VOCAL 

DOCUMENTO FIRMADO 
DIGITALMENTE 

 

DANIEL ALEXIS NAZAZI PAZ WINCHEZ 
VOCAL 

DOCUMENTO FIRMADO 
DIGITALMENTE 

 

CRISTIAN JOE CABRERA GIL 
PRESIDENTE 

DOCUMENTO FIRMADO 
DIGITALMENTE 

 

 

 

ss. 

Cabrera Gil. 

Flores Olivera. 

Paz Winchez. 
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